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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Pereira, veintitrés de febrero de dos mil nueve
Magistrado Ponente:  Fernán Camilo Valencia López
Ref: Radicación 66001-31-10-03-2008-00232-01
Acta No  62.
A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para continuar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de cesación de los efectos civiles de matrimonio católico promovido por Pedro Noel Torres Beltrán contra Consuelo del Carmen Pulgarín Cardona, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno, integrantes de la Sala Civil – Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público.  Superada como se encuentra la etapa de alegaciones, se procede a resolver de mérito el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia proferida el 28 de octubre de 2008 por el Juzgado Tercero de Familia, de conformidad con el proyecto de fallo presentado por el Magistrado Ponente, el que fue aprobado en la sesión de que da cuenta el acta de la referencia.



ANTECEDENTES

En escrito repartido el 4 de abril del año pasado, solicitó el mencionado demandante que, previos los trámites legales, se decrete el divorcio del matrimonio católico que contrajo con la demandada, se disponga la inscripción del fallo en el registro del estado civil, se declare disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal y se condene a la señora Pulgarín Cardona al pago de las costas procesales.

Se afirma en el libelo, como fundamento de estas pretensiones, que las partes contrajeron matrimonio católico el 18 de febrero de 1978 en la Parroquia de San Antonio María Claret, unión en la que procrearon a Ana Milena y a Wilson Torres Pulgarín, habiendo éste fallecido; que desde el 8 de marzo de 2004 han estado separados de hecho “sin que haya existido ni exista ánimo de rehacer la vida en común como pareja; lo cual constituye el argumento fáctico para probar que la separación ha perdurado por, mas (sic) de dos años.”; que los esposos no firmaron capitulaciones matrimoniales; y que la comunidad de vida la desarrollaron en su mayor parte en los Estados Unidos, donde la demandada obtuvo de acuerdo con la legislación de ese país, el divorcio. 
La demanda fue notificada a la señora Pulgarín Cardona mediante curador ad-litem, previo emplazamiento decretado de acuerdo con el artículo 315 del Código de Procedimiento Civil. Notificada personalmente la accionada del auto admisorio del libelo, en forma oportuna le dio respuesta para manifestar que no tenía fundamentos ni de hecho ni de derecho para oponerse a las pretensiones “siempre y cuando se demuestren los hechos constitutivos de la causal invocada”. En la audiencia correspondiente se decretaron las pruebas solicitadas consistentes en los documentos del estado civil allegados con la demanda, y se escuchó la declaración de la señora Blanca Nibia Pulgarín Molina. 

En el fallo objeto de la apelación se analiza por el Juzgado que la única declaración recibida es un testimonio de oídas con escaso poder de convicción y por tanto, con fundamento en él no puede abrirse paso la súplica divorcista. Así se afirmó: “El único testimonio oído a instancia de la parte demandante, sin embargo, no producen (sic) el convencimiento de la existencia de la separación, del tiempo que lleva la misma, y si ha existido o no reconciliación entre las partes, pues la persona que en este asunto dio su versión no ha estado involucrada en la vida familiar de ninguna de las partes, y ello le ha impedido conocer, por percepción directa, la forma como cada uno ha desarrollado su existencia y aún más cuando afirmó que no le consta personalmente, pues los hechos se los ha comentado el esposo de ésta primo del demandante.” Respecto de las copia auténticas de un fallo de divorcio entre los esposos Torres-Pulgarín, proferido por la Corte de Hamilton en Ohio, Estados Unidos, el a-quo no le dedujo mérito probatorio en punto a la acreditación de la causal alegada pues, dijo, una cosa es la convivencia misma y otra el vínculo marital no siendo la sentencia prueba idónea de que el distanciamiento entre las partes haya cumplido el bienio que prevé la causal invocada. 

La apelación se basa en que debe valorarse íntegramente el testimonio que fue desechado del que sí pueden desprenderse elementos que hacen ver que quien lo rindió tenía conocimiento de la vida doméstica de la pareja aquí enfrentada; que los datos suministrados coinciden con los que refiere la sentencia extranjera adjuntada, cuyo exequátur no ha solicitado el demandante por que no está en capacidad económica de hacerlo. Pide una valoración integral de las pruebas, que permita la satisfacción de las súplicas de la demanda. 



CONSIDERACIONES:
Se ha pretendido por la parte demandante, en síntesis, que se reconozca valor a una sentencia de divorcio extranjera, con olvido de que para que excepcionalmente tengan valor en Colombia los fallos proferidos en el exterior es indispensable que por la H. Corte Suprema de Justicia se haya procedido a conceder el correspondiente exequátur, sin el cual vano es invocar de las autoridades nacionales que se le adjudique efecto jurídico a providencias dictadas fuera el territorio nacional. El exequátur requiere, como es sabido, de la existencia de un tratado con el país en que se pronunció el fallo que aquí pretende aplicarse, o sea, que exista la correspondiente reciprocidad diplomática, admitiéndose igualmente la de rango legislativo; y que se obtenga el que lo avala, luego de seguirse el trámite previsto en el artículo 695 del Código de Procedimiento Civil, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 694 ibídem. 
Por supuesto que la alegada incapacidad económica de la persona interesada para atender los gastos que demande el exequátur no es razón atendible para desechar su requerimiento, una vez que está de por medio la facultad soberana del Estado de administrar justicia por sus propios jueces, de tal modo que la que ejercen magistrados extranjeros solo de forma extraordinaria tiene efectos jurídicos en la nación y cuando aquél se haya dictado. Lo que conduce a asegurar que por más que la sentencia dictada en el Estado de Ohio no haya sido tachada de falsa y se encuentra apostillada y traducida, estas circunstancias no le confieren vocación de vigencia en el país y por tanto, ninguna trascendencia probatoria habrá de abonársele en este proceso, lo que de suyo impide la evaluación integral que reclama la parte apelante, que aspira a que ella se complemente con la testimonial. 
Así las cosas, la única prueba que queda por analizar como respaldo de la pretensión divorcista del señor Torres Beltrán es la atestación de la señora Blanca Nibia Pulgarín Morales, la que fuera descalificada por el a-quo, a quien no le dio fundada razón de que la separación de hecho entre las partes haya perdurado por más del bienio que exige la ley, por ser esencialmente de oídas. Y no otra podría ser la conclusión resultante de su examen porque la dicha declarante solo ha tenido un conocimiento tangencial de los hechos litigiosos y lo poco que sabe se lo ha contado a su marido, el propio demandante. Ni sabía dónde estaba radicado el domicilio común de la pareja ni los motivos de su distanciamiento ni donde viven actualmente y no los frecuentaba. Supo que se divorciaron en los Estados Unidos pero no más. De allí que rematara su declaración con una afirmación que para lo que constituye el meollo del asunto es determinante: “…yo supe que ellos ya no vivían juntos pero con exactitud de tiempo no le sabría decir, eso lo sé porque mi esposo me lo comentaba, y mi esposo se daba cuenta porque Pedro se lo comentaba, ellos conversaban mucho.” Ante esta aseveración en verdad era poca la perspectiva que se abría ante el instructor para precisar las razones de ciencia del dicho de la testigo que, evidentemente era de segunda mano y de nimio valor probatorio. Pertinente, entonces, resulta la siguiente cita, que se une a las formuladas por el juzgado, para sostener su criterio: 
“Y es que, a la verdad, en vista de que, como muy bien lo insinuaba el código judicial, testimonio de tal naturaleza prueba las palabras mas no los hechos, es poco meritorio, porque, aguzado el entendimiento, fácilmente se comprende que de otro modo daríase el curioso evento de que en últimas resulte declarando una persona que sin venir al proceso y, por ende, sin asumir responsabilidad ninguna, simplemente hace llevar al juez y a través de otro el eco de sus palabras. Y claro, si ya respecto del testigo presencial se corren riegos, estos adquieren ribetes extremos cuando las palabras se echan a rodar, con el peligro latente de que en un momento dado se conviertan, en rumor, siendo oportuno rememorar que según Leysel (citado por Gorphe) “un tonel de rumores nunca está lleno.” (La apreciación judicial de las pruebas. Buenos Aires. Edit. La ley, pág. 373).”

Se deriva de todo lo anterior, que se imponga la confirmación de la sentencia objeto de la protesta, puesto que la parte actora fracasó en la carga probatoria que le incumbía, que era la de demostrar en forma suficiente los fundamentos fácticos de la causal de divorcio que invocó. No se han causado costas en el recurso. 

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA la sentencia que dictada por el Juzgado Tercero de Familia, negó el divorcio impetrado por Pedro Noel Torres Beltrán en este proceso al que se convocó a Consuelo del Carmen Pulgarín Cardona.  

Sin costas.

La decisión se notifica en estrados, y no siendo otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,





Fernán Camilo Valencia López 
Claudia María Arcila Ríos




 Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,





María Clemencia Correa Martínez

� Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 22 de abril de 2002. Magistrado Ponente: Doctor Manuel Isidro Ardila Velásquez. 
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